SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°084
RADICACIÓN: 660013187001201900038-01
ACCIONANTE: BRAYAN STIVEN MONSALVE G 
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD PERSONAL / UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN / LÍDER SOCIAL / RIESGO ORDINARIO / NO AMERITA PROTECCIÓN / INCOMPETENCIA DEL JUEZ DE TUTELA PARA DETERMINAR EL NIVEL DE RIESGO.
En este caso, el señor BRAYAN MONSALVE concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a la vida, integridad física, la libertad…, que considera vulnerados por parte de la UNP, al no brindarle las medidas de seguridad para él y su familia.

De la información arrimada al dossier, se observa que en efecto por parte de la UNP y en atención a lo reglado en el Decreto 1066 de 2015, se adelantó el procedimiento establecido para el programa de protección y fue así como se le realizó un estudio de riesgo al accionante, el cual concluyó como un riesgo ordinario con matriz de 42.22%. (…)
Es necesario precisar que el riesgo ordinario es el nivel en que se halla la mayoría de la población por el mero hecho de vivir en sociedad… Precisamente sobre ese particular la Corte en sentencia T-224/14, dejó en claro lo siguiente:

“Conforme con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido a un nivel de riesgo normal u ordinario no se presenta vulneración alguna del derecho a la seguridad personal, ya que los riesgos que emanan de la existencia humana y de la vida en sociedad deben ser soportados por todas las personas”.
Como se aprecia, si bien por parte de la UNP se tomó una decisión que va en contravía de los intereses del señor MONSALVE, la misma se realizó al considerar que su nivel de riesgo no ameritaba las medidas de protección que pide, situación ésta en la que no puede incursionar el juez de tutela, como bien lo refirió la jurisprudencia…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación No 765
Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor BRAYAN STIVEN MONSALVE GONZÁLEZ frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Unidad Nacional de Protección -en adelante UNP- y el Ministerio del Interior.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el señor BRAYAN MONSALVE se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) es un líder social y defensor de derechos humanos de la organización Human Rights Colombia; (ii) se encuentra amenazado y la UNP le negó  las medidas de protección con el argumento que se encuentra en riesgo normal; (iii) desde el año 2011 fue víctima del desplazamiento forzado; (iv) la Policía Nacional ha sido la única institución que le ha brindado algún tipo de protección en el municipio de La Virginia; (v) solicitó a la CIDH medidas cautelares; (vi) cuando se desplaza a otros municipios no le brindan seguridad; y (vii) como consecuencia de lo anterior abandonó los estudios universitarios y ha tenido que cambiar su número de celular en tres veces.
Pide la protección de sus derechos fundamentales a la vida, integridad física, libertad, igualdad y seguridad social, y se ordene a la UNP: (i) que le brinde las medidas de seguridad necesarias para él y su familia; (ii) que se realicen las investigaciones pertinentes para que se aclare quién realiza las amenazas; y (iii) que las medidas de seguridad sean en todo el territorio nacional
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Por reparto correspondió la acción de tutela al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, autoridad que admitió la demanda y ordenó correr traslado a la UNP, al Ministerio del Interior, al Comandante de Estación de Policía de La Virginia (Rda.) y a la ONG Human Rigth Colombia. En relación con los hechos se pronunciaron las siguientes entidades:

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP manifestó que el riesgo de seguridad del señor BRAYAN MONSALVE fue evaluado ante su condición de líder social. Por lo anterior, se activó la orden de trabajo No 303004 y se procedió a dar inicio a la respectiva ruta ordinaria de protección, la cual inició con la asignación de un profesional analista del Cuerpo Técnico de Recolección de Análisis e información, el cual desarrolló las correspondientes labores de campo, recolección de información y verificación con las diferentes autoridades locales y nacionales con el propósito de conocer las particularidades del riesgo y vulnerabilidades del caso.
La primera labor que se realizó por parte del profesional fue tomar el relato del accionante acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar frente a la ocurrencia de los hechos victimizantes y se indagó sobre su rol como líder social, posteriormente corroboró la información en los lugares donde se presentaron los presuntos hechos amenazantes.

Con base en la información recolectada, se logró determinar que producto de las actividades realizadas por el señor BRAYAN MONSALVE, no existe un riesgo concreto que coloque en peligro la vida e integridad personal del evaluado, como quiera que se identificó la realidad del riesgo como ordinario, con una matriz de 42.22%, riesgo que soporta el instrumento estándar de valoración que la Honorable Corte Constitucional mediante auto 266 de septiembre de 2009, avaló. Contra la anterior decisión el accionante no interpuso ningún recurso.
Ante la nueva petición elevada por el accionante en febrero 22 de 2019, la entidad procedió a dar respuesta en marzo 15 y julio 11 de 2019 en la cual se le pidió al actor que si existen nuevas hechos de amenaza posteriores al estudio ya realizado, debía aportar los documentos correspondientes con el fin de ser analizados, y de encontrarse el nexo causal, la UNP procederá con la ruta ordinaria de protección. En tanto se agota dicho procedimiento, le   solicitaron al Comandante del Departamento de Risaralda, adoptar medidas preventivas de protección a favor del actor.
Solicitó se declare improcedente la acción de tutela, por cuanto el accionante cuenta con el procedimiento ordinario de la ruta de protección que se encuentra reglado en el artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066/15 para acceder a medidas materiales de protección en caso de enfrentar un riesgo extraordinario o extremo; siempre y cuando allegue la documentación solicitada en marzo 15 de 2009 y julio 11 de 2019.
- El Jefe Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Interior, solicitó se declare improcedente la acción de tutela por falta de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto lo que reclama el accionante por esta vía judicial está por fuera del alcance del Ministerio. 
3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en julio 22 de 2019 en la que declaró improcedente la acción de tutela, y al respecto argumentó que el juez de tutela no cuenta con los elementos de juicio que le permitan evaluar en qué grado de riesgo se encuentra una persona, en tanto, para ello la Unidad tiene unos protocolos, luego no es posible por vía de tutela invadir la competencia de la UNP.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor se muestra inconforme con la decisión, y señala que la UNP miente cuando dice que él no impugnó la resolución que ellos expidieron. Asevera que la entidad negó las medidas de protección con el argumento que en el municipio de La Virginia no corría ningún riesgo, cuando en realidad su trabajo lo realiza en otros municipios. La jueza declara la improcedencia de la acción de tutela, pero desconoce que la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría y el Ministerio del Interior lo reconocen como víctima.

No pudo aportar más información por cuanto no fue informado acerca de la decisión que había tomado el juzgado. 

Hace un llamado de auxilio y de humanidad, con el fin de poder desarrollar su vida normalmente, sin importar su desempeño como líder social.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso, el señor BRAYAN MONSALVE concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a la vida, integridad física, la libertad, la igualdad y la seguridad social, que considera vulnerados por parte de la UNP, al no brindarle las medidas de seguridad para él y su familia.

De la información arrimada al dossier, se observa que en efecto por parte de la UNP y en atención a lo reglado en el Decreto 1066 de 2015, se adelantó el procedimiento establecido para el programa de protección y fue así como se le realizó un estudio de riesgo al accionante, el cual concluyó como un riesgo ordinario con matriz de 42.22%. Contra la anterior determinación no hay constancia de haberse interpuesto recurso alguno.
Ante la nueva solicitud del señor BRAYAN MONSALVE la UNP le pidió al actor aportar los documentos correspondientes con el fin de ser analizados y de ser necesario proceder con la ruta ordinaria de protección. Igualmente le solicitó al Comandante del Departamento de Policía de Risaralda adoptar las medidas preventivas de protección a favor del accionante.
De lo anterior se desprende que no obstante la UNP ponderó el riesgo como ordinario, tal circunstancia no amerita predicar que se trasgredieron los derechos fundamentales del actor. Y es así por lo siguiente:
Conforme lo estimó la a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, máxime que lo decidido por la UNP en el sentido de surtir la respectiva evaluación de riesgo obedeció a un imperativo legal, como así lo señala el artículo 2.4.1.2.35 del Decreto 1066/15, el cual dispone: “Dicha evaluación se constituye como la herramienta técnica idónea para determinar de forma multa el grado de vulnerabilidad y riesgo en el que se encuentra la persona teniendo en cuenta un análisis de los diferentes factores de riesgo a fin de determinar el nivel del mismo, que puede ser ordinario, extraordinario o extremo”, sin que por tal proceder se  aprecie la vulneración de los derechos fundamentales del actor.
El accionante hizo alusión a las presuntas amenazas de muerte de las que ha sido objeto, y ante la nueva solicitud de medidas de protección que elevó ante la UNP, la entidad tomó la determinación, previo a la evaluación de riesgo, de oficiar al Comandante del Departamento de Policía de Risaralda para que adopte las medidas preventivas de protección a favor del señor BRAYAN MONSALVE.
Es necesario precisar que el riesgo ordinario es el nivel en que se halla la mayoría de la población por el mero hecho de vivir en sociedad, y ante el primer resultado de evaluación que arrojó el estudio de seguridad realizado al accionante, se desprende la imposibilidad de conceder medidas especiales de protección. Precisamente sobre ese particular la Corte en sentencia T-224/14, dejó en claro lo siguiente:

“Conforme con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido a un nivel de riesgo normal u ordinario no se presenta vulneración alguna del derecho a la seguridad personal, ya que los riesgos que emanan de la existencia humana y de la vida en sociedad deben ser soportados por todas las personas. Por el contrario, cuando quiera que una persona está sometida a una amenaza concreta, bien sea ordinaria o extrema, estamos en presencia de la alteración del derecho a la seguridad personal, por encontrase en peligro la integridad física o la vida según el caso
. En estos eventos el Estado tiene la obligación de adoptar los mecanismos de protección, con el fin de amparar a aquellos individuos que se encuentran sometidos a un nivel de riesgo superior al normal, por su puesto siempre que se acrediten al menos sumariamente los hechos que permitan deducir la existencia de una amenaza real
”.
Se itera, por parte de la UNP se evaluó el respectivo nivel de peligro del señor BRAYAN MONSALVE como ordinario, y ante esa realidad no es necesario un esquema de seguridad, lo cual obedeció al estudio técnico que para ello se debió efectuar por los funcionarios adscritos a la UNP, encargados de tal labor, misma en la que no puede pretenderse que incursione el juez constitucional, como así se sostuvo en la Sentencia T-092/12: “[…] el estudio de nivel de riesgo sólo puede tener un resultado confiable cuando se hace por las autoridades encargadas de la seguridad de los ciudadanos. Por ello, el juez de tutela, cuya función no es la seguridad personal de los ciudadanos colombianos, no podría de manera confiable y eficaz determinar quién necesita medidas especiales de protección y quién no”.
Como se aprecia, si bien por parte de la UNP se tomó una decisión que va en contravía de los intereses del señor MONSALVE, la misma se realizó al considerar que su nivel de riesgo no ameritaba las medidas de protección que pide, situación ésta en la que no puede incursionar el juez de tutela, como bien lo refirió la jurisprudencia anteriormente mencionada.
Igualmente se evidencia que la UNP le informó al actor que de existir hechos sobrevinientes, podrá pedir a la UNP una nueva valoración del riesgo, para que se determine si le asiste o no la protección estatal de conformidad con lo establecido en el artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066 de 2015 adicionado y modificado por el Decreto 567 de 2016

Así mismo, tampoco aprecia la Sala la existencia de un perjuicio irremediable con la decisión proferida por la UNP, que -se repite- estuvo acorde con el estudio técnico realizado. Y queda pendiente la posibilidad de una revaluación del caso de llegarse a presentar situaciones sobrevinientes que pongan en serio peligro su vida o su integridad física dada su condición de dirigente sindical.

Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por el accionante, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sentencia T-078 de 2013.


� Sentencia T-339 de 2010.
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